
ACTA Nº 32

Nº 32.– Trigésima segunda acta de la sesión ordinaria celebrada por la Asamblea Nacio-
nal Constituyente a las quince y media horas del nueve de marzo de mil novecientos cuarenta y 
nueve, bajo la Presidencia del Dr. Rodríguez. Presentes los señores Diputados Vargas Fernández 
y Ortiz, Secretarios; González Flores, González Luján, González Herrán, Guido, Sotela, He-
rrero, Acosta Piepper, Acosta Jiménez, Solórzano, Oreamuno, Brenes Mata, Brenes Gutiérrez, 
Arias, Gómez, Volio Sancho, Volio Jiménez, Ruiz, Desanti, Guzmán, Baudrit González, Facio, 
Trejos, Zeledón, Jiménez Núñez, Arroyo, Vargas Castro, Vargas Vargas, Montealegre, Valver-
de, Esquivel, Fournier, Leiva, Madrigal, Monge Álvarez, Monge Ramírez, Montiel, Gamboa; y 
los suplentes Castaing, Jiménez Quesada, Morúa, Rojas Espinosa y Chacón Jinesta.

Artículo 1º.– Se leyó y aprobó el acta de la sesión anterior. 
El Representante GAMBOA RODRÍGUEZ presentó la siguiente moción:

Consolidado el triunfo obtenido en el campo de las armas, el bien de la República, exige 
ya, como una medida impostergable, iniciar y coronar con éxito la batalla por la paz. Esta 
Asamblea, cuya misión fundamental es la de propiciar el retorno del imperio del Derecho, 
debe hacer cuanto esté dentro de sus posibilidades en el sentido de lograr que sean deroga-
dos Tribunales que, como los llamados Especiales, amén de entrañar la más rotunda negativa 
del Derecho, son órganos que a la postre han venido a constituir campo propicio para dar 
rienda suelta a la venganza y ahondar así más la división entre vencidos y vencedores. De-
muéstrese a la faz del mundo que en Costa Rica, no obstante la sangrienta guerra civil que 
acaba de pasar, a quienes resultaron derrotados no se les trata como a vencidos sino como 
a ciudadanos que son de la República. Así probaremos el espíritu democrático y la fortaleza 
moral que tanto nos han distinguido en el concierto internacional.

En su Mensaje a esta Asamblea, el señor Presidente de la Junta de Gobierno expresó 
textualmente:

“Esperamos que renazcan pronto la paz completa y la cordura, y que el Poder Público de 
Costa Rica vuelva a ser uno de los más respetuosos y respetados de la tierra.”

Hagamos nuestro entonces tan noble propósito y aportemos la colaboración necesaria en 
el sentido de que llegue a convertirse en realidad. La Asamblea debe hacer a la Junta de Go-
bierno la conveniencia de que para lograr el retorno a la paz y de la tranquilidad nacionales, 
los llamados Tribunales Especiales constituyen un escollo insuperable. Ese gesto, que el país 
espera y que sabrá agradecerlo en lo mucho que vale y significa, será a no dudarlo el inicio 
de una ofensiva de paz que al culminar con la unión de vencidos y vencedores, desterrará 
para siempre de nuestro suelo patrio el odio y la venganza, que tantas tristezas y tantos daños 
han causado y están causando.

Como quiera que lo que se persigue no es la impunidad del delincuente, bien podría 
adoptarse un plan, que amén de ser justo pondría en evidencia la buena voluntad de los 
gobernantes. Ese plan, que según entiendo en principio contaría con la simpatía del señor 
Figueres y de algunos de sus colaboradores, es el siguiente:
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a) Una vez derogados los Tribunales Especiales, dentro del plazo de sesenta días, la 
Procuraduría General de la República podrá plantear demanda civil o penal contra aquellas 
personas que estén sujetas a la jurisdicción de dichos Tribunales.

b) Vencido el plazo señalado, se reputarán inocentes, a quienes no hubiesen sido acusa-
dos criminalmente o demandados ante la jurisdicción civil.

c) Todas aquellas personas físicas o morales a quienes se les hubiese condenado, goza-
rán de un plazo de treinta días para recurrir ante el Tribunal de Casación, quien fallará en 
conciencia.

Apoyado en las razones expuestas formulo moción para que se altere la orden del día y 
se entre a conocer de la excitativa que promuevo a fin de que esta Asamblea se dirija a la 
Junta de Gobierno, en el sentido de que conviene a la paz y tranquilidad de la República, la 
derogatoria de los Tribunales Especiales.1

El Diputado ORTIZ manifestó que no le daría su voto a la moción presentada por una razón 
de orden puramente práctica, ya que se critica a la Asamblea el hecho de que se haya aboca-
do en discusiones políticas, dejando a un lado su objetivo principal, que es el de promulgar la 
nueva Constitución Política. Agregó que desde el día en que se instaló la Asamblea –quince de 
enero–, hasta la fecha, no ha entrado a conocer siquiera de los dos dictámenes. Sostengo que la 
Asamblea es soberana, pero tiene primordialmente un objetivo: hacer la Constitución. Dijo que 
no quería entrar a analizar la conveniencia o inconveniencia de los Tribunales Especiales, pero 
que por las razones apuntadas le negaba el voto a la moción del señor Gamboa, que cada día 
un señor Representante traería un asunto trascendente y se caería en legislar, a pesar de que 
tanto se ha dicho que esa no es facultad de la Constituyente.

El Diputado VOLIO SANCHO expresó, que en su concepto, la moción presentada, no era 
moción de orden, ya que no reúne ninguno de los requisitos para que pueda considerársela 
como tal. Asimismo, esta Asamblea carece de atribuciones para conocer la excitativa que en 
el fondo propone la moción, pues ni el Decreto de Convocatoria ni el Reglamento Interno, esti-
pulan que la Asamblea dirigirá esta clase de excitativas. Agregó que una moción como la pre-
sentada iba a posponer la discusión de aquellos asuntos pendientes, como el de las facultades 
legislativas de la Junta y el de la prórroga, los que la misma Asamblea aprobó que se votarán a 
la mayor brevedad, según moción suya ya aprobada. El país está esperando que la Asamblea 
se dedique de lleno a la discusión del asunto constitucional, el que de un modo primordial debe 
ocupar la atención de los señores Diputados. Concluyó diciendo que la Mesa tenía el derecho 
suficiente para negar la discusión de una moción como la del señor Gamboa, ya que no es 
la oportunidad de conocer esa iniciativa, la cual podría discutirse, a lo sumo, después que la 
Asamblea hubiera votado definitivamente las facultades legislativas de la Junta y la prórroga de 
su mandato.

El Representante VARGAS FERNÁNDEZ dijo que le iba a dar su voto a la moción del señor 
Gamboa, en el caso de que prosperara la alteración de la orden del día. Refiriéndose a las 
palabras del Diputado Volio Sancho, expresó que la Asamblea sí tenía atribuciones para dirigir 
excitativas como la propuesta en la moción presentada. Luego se refirió al establecimiento de 
los Tribunales Especiales, que los considera un gran error del actual Gobierno. El hecho de que 
los condene enérgicamente –dijo el señor Vargas Fernández–, no significa que estoy defendien-
do a los criminales ni a los que saquearon el Tesoro Público, pero creo que estos delincuentes 
tienen que ir a los tribunales comunes. Contra el establecimiento de Tribunales Especiales ha 
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reaccionado la humanidad. Desgraciadamente se han revivido en Costa Rica, lo que representa 
un retroceso a la Edad Media. Me sorprende esta actitud de la Junta, pues la Constitución del 
setenta y uno y el mismo Proyecto de Constitución Política prohíben expresamente el estableci-
miento de Tribunales Especiales. Terminó diciendo que no estaba abogando por la impunidad 
de delincuentes, los que tienen que rendir cuentas ante los Tribunales ordinarios.

Los Representantes SOTELA y HERRERO dijeron que le darían su voto a la moción del señor 
Gamboa, pues estaban contra el establecimiento de Tribunales Especiales.

El Diputado ACOSTA JIMÉNEZ manifestó que votaría la moción para que se alterara la 
orden del día y la excitativa a la Junta, ya que sentía aversión por esa clase de Tribunales, 
por dos razones: 1) Por una razón de carácter jurídico; 2) Por una razón que se podría llamar 
burocrática. Agregó que los Tribunales Especiales son contrarios a los principios democráticos, 
contrarios a las normas de Derecho. Además, significan un fuerte desembolso para el Erario 
Público. Terminó diciendo que le daría el voto a las dos mociones, pero quedando bien claro 
que la facultad legislativa está en manos de la Junta y que su aversión por los Tribunales Es-
peciales no significaba juicio alguno contra las personas que los integran, cuya honorabilidad 
reconocía.

El Representante VOLIO SANCHO, refiriéndose al discurso del señor Vargas Fernández, 
dijo que no se estaba discutiendo si era buena o era mala la institución de los Tribunales Es-
peciales, sino, si cabe o no la alteración de la orden del día. Manifestó que cuando llegara la 
oportunidad debida, expondría su pensamiento al respecto, aun cuando estaba porque esos 
Tribunales concluyeran la tarea moralizadora a ellos encomendada. El pueblo de Costa Rica 
está reclamando sanción contra todos aquellos que llevaron al país al caos y a la ruina. La Junta, 
como Poder Revolucionario, estaba capacitada para crear esos Tribunales, no con un afán de 
venganza y persecución, sino para hacer justicia. De haber dejado esta tarea normalizadora 
que demandaba el país, en manos de los Tribunales ordinarios, no se habría dictado ninguna 
sentencia contra los malhechores, ya que éstos se dieron maña para ocultar las pruebas de sus 
crímenes y robos al Tesoro Público. Agregó que a los Diputados del bloque de la antigua Opo-
sición les estaba vedado apoyar una iniciativa de esa naturaleza, ya que mediante la moción 
del Diputado Gamboa se pretende revisar una parte de la obra legislativa de la Junta. El Pacto 
Ulate-Figueres los veda para hacer tal examen, ya que en una de sus cláusulas se dice que la 
Junta legislará irrestrictamente por espacio de dieciocho meses. De acuerdo con esa disposi-
ción, dictó la ley que creó los Tribunales Especiales. Por otra parte –dijo–, la Asamblea ayer se 
definió de un modo claro, categórico, de que la aprobación de las facultades de la Junta no 
significaba juicio alguno sobre los actos de la misma, y que la Asamblea entraría a analizar 
solamente los futuros proyectos de ley, dejando intacta la obra legislativa realizada hasta la 
fecha por la Junta.

El Diputado VARGAS FERNÁNDEZ insistió en su punto de vista para que luego no se mal 
interpreten sus palabras. Repitió que no abogaba por la impunidad de aquellos delincuentes 
que maniobraron en el régimen pasado, ni condenaba el establecimiento de los Tribunales Espe-
ciales. Agregó que tenía fe en la entereza de los Tribunales comunes, a los que debe pedírseles 
sanción contra aquéllos que cometieron hechos delictuosos. Sus palabras de ninguna manera 
pueden interpretarse como dirigidas contra personas que integran los Tribunales Especiales, 
ni si éstos han sido duros o benévolos en sus pronunciamientos; si han sido lentos o rápidos; 
simplemente son una condenatoria de la institución de los Tribunales Especiales. Luego dijo 
que no comprendía las razones por las cuales una excitativa a la Junta estaba en pugna con 
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el Pacto Ulate Figueres, ya que la moción del señor Gamboa no pretende exigirle a la Junta 
que proscriba o elimine esos Tribunales. Se trata nada más que de una excitativa, decirle a la 
Junta que los Representantes del pueblo de Costa Rica no están de acuerdo con los Tribunales 
Especiales. Terminó diciendo que él jamás irrespetaría el Pacto Ulate-Figueres, ya que donde 
está la firma de don Otilio Ulate es como si estuviera la suya propia; que si don Fernando Volio 
le demostraba que la aprobación de una simple excitativa estaba en pugna con el mencionado 
Pacto, se retractaría de sus palabras.

El Representante ACOSTA JIMÉNEZ de nuevo hizo uso de la palabra para condenar la ins-
titución de Tribunales Especiales, que suponen la violación del Derecho y la distorsión de un Ca-
non Constitucional, supuesto en las garantías individuales. Dijo que una excitativa como la que 
propone la moción del señor Gamboa no significaba una revisión de la obra legislativa de la 
Junta, ni el Pacto Ulate-Figueres inhibe a los miembros del Partido Unión Nacional para apoyar 
tal excitativa. Agregó que siempre había estado por el cumplimiento irrestricto del Pacto, pero 
que en cierta forma la misma Comisión Dictaminadora entró al análisis de la obra legislativa 
de la Junta, enjuició la política del Gobierno, cuando dijo que la aprobación de las facultades 
legislativas de la Junta no significaba aprobación de los actos de ésta. Sin embargo, no se le 
puede decir a la Comisión Dictaminadora que violara el Pacto Ulate-Figueres.

El Diputado ARROYO expresó que no le daría el voto a la alteración de la orden del día, y 
caso que ésta pasara, también le negaría el voto a la moción de don Celso Gamboa, ya que, 
en su opinión, después del triunfo de las fuerzas revolucionarias, se hizo necesaria la creación 
de Tribunales Especiales. Manifestó que la gran mayoría de los criminales del régimen anterior 
habían destruido las pruebas de sus crímenes, razón por la cual al ir a los Tribunales ordinarios 
posiblemente saldrían absueltos.

El Representante ZELEDÓN hizo una amplia exposición de los motivos por los cuales le 
negaría el voto a la moción del señor Gamboa, ya que en el transcurso de toda su vida, siempre 
había clamado justicia. Fiel a esa línea de conducta, recién iniciadas las labores de la Asam-
blea, presentó una moción para que se investigaran las posibles conexiones entre los veintisiete 
Diputados que anularon la elección de don 0tilio Ulate el primero de marzo, y el asesinato del 
Dr. Valverde, con el objeto de que se hiciera justicia. Volvió a leer algunos conceptos del mani-
fiesto que publicara en la prensa del país al ser postulado como candidato del Unión Nacional. 
En ese manifiesto se pronunció por el castigo de los culpables, de todos aquéllos que habían 
cometido crímenes contra las instituciones democráticas de la República. De ahí que esté por 
el establecimiento de los Tribunales Especiales, los cuales han actuado satisfactoria y justiciera-
mente. Agregó que la Junta, al asumir el Poder, obró en la única forma en que era posible pro-
ceder en aquella época, para hacer justicia. Sólo mediante la creación de Tribunales Especiales 
era posible en Costa Rica hacer justicia, crear la reversión de la prueba, ya que los culpables 
mañosamente habían ocultado todas las pruebas de sus crímenes. Por el procedimiento de los 
Tribunales comunes, el país no hubiera recuperado un solo centavo de los millones estafados al 
Fisco por los funcionarios del régimen anterior. Pasó luego a referirse a los juicios fallados por 
el Tribunal de Probidad desde su instalación. De cuarenta y una personas enjuiciadas, treinta y 
seis fueron absueltas. No ha habido, pues, persecución ni odios contra nadie. Por el contrario, 
el público se queja de la lenidad con que proceden estos Tribunales. De setenta y ocho cau-
sas falladas por el Tribunal de Sanciones Inmediatas, sólo ha habido treinta y tres sentencias 
condenatorias, y cincuenta y cuatro han sido desechadas, las cuales han sido pasadas a los 
Tribunales ordinarios. De cuatrocientas cuarenta y cuatro personas enjuiciadas, sólo hay treinta 
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indiciados presos en las cárceles de la República, la mayoría por delitos comunes. De todo 
esto se desprende –concluyó el señor Zeledón–, que los Tribunales Especiales no sólo han sido 
necesarios, sino que han actuado a conciencia, cumpliendo su misión, libres de prejuicios, sin 
odios ni venganzas para nadie. 

El Diputado RUIZ dijo que la orden del día estipulaba claramente que hoy se votaría de-
finitivamente el asunto de las facultades legislativas de la Junta; que durante toda la discusión 
habida en torno a este asunto; la mayoría de los señores Diputados expresaron que la Junta era 
la única responsable de sus Decretos-Leyes, motivo por el cual creía que no era del caso pedirle 
a la Junta la supresión de los Tribunales Especiales, ya que por ese camino la Asamblea podría 
luego pedir la derogatoria de los diferentes Decretos-Leyes promulgados por la Junta. Terminó 
diciendo que le iba a negar su voto a la moción presentada.

También el Representante LEIVA QUIRÓS se manifestó en desacuerdo con la moción pre-
sentada, pues de aprobarse, sentaría un precedente fatal. Además, significaría entrar a calificar 
una disposición legislativa de la Junta.

El Representante MONGE RAMÍREZ justificó su voto a la moción presentada, en el sentido 
de que se dirigiera una excitativa a la Junta para que haga trabajar a los Tribunales Especiales, 
para que cumplan pronto su cometido.

El Representante JIMÉNEZ QUESADA defendió la moción del señor Gamboa, diciendo, 
que siempre había sido un místico de los derechos del hombre, y que los Tribunales Especia-
les atentaban precisamente contra dos principios reconocidos universalmente, al propiciar la 
reversión de la prueba y al concederles una jurisdicción excepcional. Agregó que hacía suyas 
las palabras de don Otón Acosta, pues de ninguna manera se pueden declarar inexistentes los 
derechos del hombre, por la simple razón de que se haya derogado una Constitución. Aquí 
el orador recordó la frase de Hamilton el cual dijo cuando se le pidió la incorporación de los 
derechos del hombre en la Carta Magna de los Estados Unidos, que no debieran escribirse para 
que luego nadie se atreviera a borrarlos. Se refirió a la época de las cámaras ardientes de Luis 
XIV, a los hechos de sus Ministros Fouquet y Colbert, diciendo que la humanidad en trescientos 
años había progresado mucho en ese sentido de los Derechos del Hombre. Invocó el espíritu 
de Voltaire quien al referirse a los Tribunales Especiales, había dicho que siempre dejaban una 
sospecha de injusticia, por lo cual deberían proscribirse para siempre. Terminó diciendo que 
una excitativa como la propuesta en la moción del señor Gamboa no implicaba violación de 
ningún pacto, pues los Derechos del Hombre están por encima de cualquier convenio. Que todo 
vuelva a los Tribunales Ordinarios por los procedimientos regulares, con lo que contribuirá a 
que no quede flotando en el ambiente una sospecha de injusticia.

DISCURSO completo del Representante Jiménez Quesada

Señores Diputados:
Tal vez porque soy un místico de los derechos del hombre, no puedo participar de la idea 

de que estamos perdiendo el tiempo con este debate. Es un gran problema el que discutimos y 
es inaceptable la crítica de que ocuparnos de él es malgastar la atención de la Asamblea. Este 
problema de los Tribunales de Probidad, es de una gran tipicidad constitucional, y sería impo-
sible que aunque por una sola vez, no nos ocupásemos de él: yo no soy tampoco de los que 
piensan que porque el texto escrito de una Constitución se haya derogado, ya por eso hayan 
dejado de existir enteramente los derechos del hombre y todos los ciudadanos estemos desam-
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parados y los gobernantes en plena libertad para actuar como les venga en gana. No, señores 
Constituyentes; hoy es imposible desconocer que por encima de un simple texto escrito, priva en 
todos los pueblos civilizados, eso que se define como una conciencia supra-constitucional, que 
en el caso concreto de nosotros los costarricenses, se ha forjado a través de 128 años de vida 
institucional.

No ha sido sino hasta hoy que oyendo ciertas argumentaciones es que he comprendido 
en su plenitud la preocupación de Hamilton, cuando se oponía a que los derechos del hombre 
fuesen escritos, como medio de que nunca pudiesen ser borrados.

Yo no soy un Catón reconstruido, pero tanto como el que más, deseo que de Costa Rica 
desaparezca el defraudador público y el concusionario. En este punto seguramente todos co-
incidimos con los buenos propósitos de la Junta de Gobierno, pero también todos tenemos que 
velar porque los medios empleados sean idóneos con los fines, para que la realización no 
desnaturalice el ideal.

En este caso concreto de los Tribunales de Probidad, hay que admitir que no se ha sido muy 
feliz en la elección de los medios, y que se han comprometido mucho, tanto el aspecto jurídico 
como también el aspecto práctico de la cuestión. En lo jurídico se han violado dos de las con-
quistas más sagradas y definitivas de los procedimientos de la justicia moderna: uno, creando 
jurisdicciones excepcionales; otro, estableciendo la reversión de la prueba. Si yo me callase 
frente a estas dos gravísimas equivocaciones, si todos nosotros no apoyásemos la noble y tan 
discreta excitativa de que es autor el señor Gamboa Rodríguez, muchos sentiríamos cundir en 
nuestro ánimo la congoja de que como en una pesadilla no hubiesen transcurrido los trescientos 
años de progreso humano que separan esta Asamblea Constituyente de las Cámaras Ardientes 
del Rey Luis XIV de Francia, o bien, lo que sería peor, que esos trescientos años de evolución  
ético-jurídica habrían transcurrido infructuosamente para nosotros y que esta noche inconstitucio-
nal de nuestra pequeña humanidad costarricense, ni siquiera la alumbran los genios de Voltaire, 
de Bentham, de Kant y de Beccaria.

Y si entre los muchos presentes que existen (y todos odiosos), de jurisdicciones excepciona-
les, he citado únicamente las Cámaras Ardientes del Rey Sol, es porque ellas ilustran admira-
blemente el lado poco práctico de estos procedimientos, y también porque estas jurisdicciones 
especiales fueron creadas precisamente por la acuciosidad de aquel arquetipo humano que se 
llamó Colbert, el cual si no me equivoco, y gran cosa por cierto, es el personaje preferido de 
uno de los más talentosos Ministros de esta Junta de Gobierno.

Retrocedamos casi trescientos años, Luis XIV está celoso e inquieto porque el gran super-
intendente de las finanzas reales, el famoso Foucquet, le sobrepasa en boato y esplendor. El 
glorioso Ministro Colbert sabe perfectamente quién paga estos esplendores; él sabe que salen 
del Tesoro del Rey. Colbert sienta su famoso principio de que: “Es necesario purgar el siglo por 
una punición de la cual se hable todavía dentro de cien años”, y funda unos tribunales de juris-
dicción excepcional, los cuales, libres de las trabas inherentes a los procedimientos regulares de 
la justicia van en forma sumaria a sentar responsabilidades para escarmiento de pillos ilustres. 
Creo que fue el amigo de nuestra juventud, D’Artagnan, el que precisamente recibe el encargo 
de apresar a Foucquet, y se inauguran luego los procedimientos sumarios de la Cámara Ardien-
te; pero las cosas no marcharon como se pensaba, pues iban por casi tres años y las acusacio-
nes no miraban su fin. Es preciso advertir que no se hizo en este caso la reversión de la prueba, 
Colbert por todas partes se quejaba de que se pusieren las cosas tan difíciles y que nada menos 
que el monarca más poderoso de la tierra fuese impotente para acelerar los resultados; y cuan-
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do por fin Foucquet fue condenado, pero no en la forma en que lo esperaba y deseaba el severo 
Colbert, el pueblo de París bailó y bebió a la salud del ilustre pícaro, al cual las inmoralidades 
y torpezas de la jurisdicción excepcional había vuelto el héroe popular. Y esto era en aquella 
época del absolutismo, cuando todavía regía la máxima de que “Toda justicia emana del Rey”, 
pero es, señores, que entonces ya también se intuía en la conciencia de ese mismo pueblo el 
otro principio de la división de los poderes, que un día iba a ser traído definitivamente a la luz 
y entregado en forma intangible a la civilización por el genio de Montesquieu.

Colbert tenía razón cuando calculó que muchos años después se hablaría de su iniciativa, 
pero solamente para aleccionar a los juristas de lo contra producente que pueden ser ciertos 
procedimientos.

Yo por eso señores, para terminar, me permito invocar el genio de Voltaire, el cual, comen-
tando precisamente estas instituciones dijo una frase que hoy, a través de los siglos, es de una 
frescura incomparable, porque parece brotada para nosotros hoy. El dijo de estos tribunales 
especiales:

“Sin ser injustas, esta clase de jurisdicciones dejan siempre flotando en el ambiente una 
sospecha de injusticia.”

Y este es el caso, señores: si es inmoral el espectáculo del defraudador público y del concu-
sionario impune, más inmoral es para el concepto moderno de la justicia que quede flotando en 
el ambiente una sospecha de injusticia, y por eso todos debemos apoyar la sana intención de ir 
regulando estas situaciones de manera tal, que interviniendo los tribunales regulares, y con los 
procedimientos regulares, todos contribuyamos en algo a que en el ambiente de esta época no 
quede flotando, una sospecha de injusticia.

El Representante FACIO pasó a exponer sus puntos de vista, ya que se había entrado a dis-
cutir el fondo del asunto, sin antes votar la alteración de la orden del día. Dijo que a él también 
le angustiaba la lentitud y las dificultades de los Tribunales Especiales; que entendía que igual 
cosa le pasaba a la Junta de Gobierno, y que había leído que tenía en estudio tres proyectos de 
reforma a las leyes, y que él, fuera de la Asamblea, estaba dispuesto a cooperar con cualquier 
grupo de Diputados para que se hiciesen las rectificaciones del caso; que vacilaba entre esos 
principios eternos de los que habló el señor Jiménez Quesada y la necesidad de sancionar a 
los criminales, a que se había referido el señor Zeledón Brenes. Es difícil conciliar ambas cosas. 
Entre los mismos señores Diputados hay discrepancia de criterios, pues algunos afirman que los 
Tribunales Especiales son injustos, mientras que otros dicen que más bien han procedido con 
lenidad, lo que significa que en esta materia hay una extensa gama de opiniones. Justificó la 
existencia de los Tribunales Especiales, ya que la Junta, al asumir el Poder, lo hizo de acuerdo 
con el señor Ulate, para desarrollar un gobierno de tipo revolucionario, que llevara a cabo 
ciertas medidas de sanción y de limpieza que reclamaba el país. Era necesario sancionar actos 
por los cuales tanto sufrió el pueblo de Costa Rica, y la Junta no tuvo más recurso, dentro de una 
concepción revolucionaria de gobierno, que crear estos Tribunales, los que son desagradables 
y penosos, como desagradable y penosa fue la propia revolución que el pueblo tuvo que hacer. 
Además, los Tribunales Especiales han tenido sus antecedentes, algunos muy próximos, como es 
el caso de los juicios llevados a cabo en Nuremberg recientemente; para castigar a los grandes 
criminales de la guerra. Los Estados Unidos e Inglaterra, a pesar de ser ambas naciones demo-
cráticas y de haberse caracterizado por su apego a los Derechos del Hombre y por su culto a 
la justicia inmortal, se vieron en la necesidad de castigar los crímenes perpetrados por los que 
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llevaron al mundo a la hecatombe, echando mano a leyes, procedimientos y jurisdicción espe-
ciales. Y debe recordarse que en ese Tribunal figuró como Presidente Robert Jackson, miembro 
de la Corte Suprema de Justicia Norteamericana. Hechos anormales duplican pasos anormales. 
Además, de aprobarse la moción del señor Gamboa, la Asamblea asumirá la responsabilidad 
tácita por todos los actos de la Junta con respecto a los cuales se abstuviera de hacer excitativas 
o plantear revisiones.

El Representante VOLIO JIMÉNEZ dijo:”Voy a referirme al asunto en discusión, en forma 
realista, prescindiendo de toda consideración de orden personal, ya que no tengo nada contra 
las personas que integran los Tribunales Especiales, que me merecen el mayor respeto. Sin 
embargo, se comete una herejía al declararlos absolutos, pues resuelven en una sola instancia, 
cuando uno de los principios fundamentales de Derecho es la revisión de la sentencia, y nunca 
el juez instructor es el que falla, como ocurre con esta clase de Tribunales. Tanto el Tribunal de 
Probidad como el de Sanciones Inmediatas han trabajado bien, correctamente, pero deberían 
tener el carácter de juzgados auxiliares. Agregó que la moción perseguía tan sólo instar a la 
Junta para que el enorme trabajo realizado por estos dos Tribunales, los que han acumulado 
una gran cantidad de expedientes, pasaran a conocimiento de los Tribunales ordinarios, para 
que jueces de derecho y no de hecho, con larga práctica, dictaran las sentencias del caso, para 
que luego no se diga que las personas castigadas lo fueron por odio, por venganza y persecu-
ción, y no por haber cometido hechos delictuosos. Esto no significa –repito–, que se estuviese 
menospreciando el trabajo realizado por los Tribunales Especiales, y tampoco significa que se 
estuviese violando un pacto, al pedir que esos expedientes pasaran, para su tramitación final, a 
los jueces de derecho de los Tribunales ordinarios”.

El Diputado SOTELA volvió a hacer uso de la palabra para condenar 1a existencia de los 
Tribunales Especiales, los que cometen grandes injusticias, como el caso concreto de la condena 
del líder comunista Carlos Luis Fallas, que ya había comentado a través de su estación de radio. 
Dijo que no consideraba a Fallas un criminal y un simple ladrón de gallinas, por lo que fue 
condenado; que no lo estaba defendiendo al afirmar tal cosa, pues si se fuera a juzgarlo por sus 
actuaciones pasadas, posiblemente la condena habría sido más elevada; que se refería a este 
caso particular para demostrar la injusticia con que en algunos casos procedían los Tribunales 
Especiales.

El Representante GAMBOA RODRÍGUEZ manifestó que él había participado en la organi-
zación de esos Tribunales, animado por el deseo sincero de que se hiciera justicia, pero que 
ya en la práctica había llegado al convencimiento de que se procedía tan sólo animado por 
odios y venganzas; que los asuntos se resolvían a base de pasión, de intrigas, de mezquinos 
recursos. Agregó que él no se sentía en capacidad de condenar a un individuo tan sólo por sus 
convicciones políticas, por lo que decidió renunciar a la Presidencia de uno de esos Tribunales; 
que reconocía su error, lo que de ninguna manera es desdoro. Desde ese día –concluyó–, pro-
metió luchar contra esos Tribunales, razón por la cual había presentado su moción, tendiente a 
enmendar o purgar un error cometido al formar parte de uno de los Tribunales Especiales por 
corto tiempo.

El Representante MONGE ÁLVAREZ, en uso de la palabra, dijo que nunca había perse-
guido a nadie, que no había movido un solo dedo para pedir la destitución de funcionarios 
afectos al anterior régimen, a pesar del clamor del público que demandaba sus destituciones; 
que su conducta en este sentido lo facultaba para pronunciarse en defensa del establecimiento 
de los Tribunales Especiales, que han debido su origen a impulsos de una revolución, de un gran 
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movimiento popular, y no de una simple asonada militar. Dijo que estos Tribunales tenían antece-
dentes, como los creados en Guatemala, en Venezuela y recientemente en El Salvador. Se han 
creado, no para perpetrar venganzas contra nadie, sino para sancionar a aquellos individuos 
que han cometido delitos especiales, contra el pueblo y los intereses generales del país, como 
es el de robar dineros del pueblo, impunemente. Hay gran diferencia entre un individuo que 
roba a otro, y uno que estafa al Fisco. Los Tribunales comunes se han creado para conocer de 
hechos comunes, contemplados de previo en el derecho positivo, pero para esta clase de delitos 
especiales no se han creado los procedimientos adecuados. Si a los culpables de estos delitos se 
les envía a los jueces ordinarios, a pesar de la integridad de los mismos, posiblemente saldrán 
absueltos, ya que las pruebas de su culpabilidad las han ocultado. La dificultad de probar esa 
clase de delitos –agregó–, lo demuestra el ejemplo traído por don José María Zeledón, pues la 
mayoría de los inculpados han sido declarados absueltos.

Luego pasó a decir que le negaba autoridad moral al señor Gamboa para venir a debatir 
este asunto a la Asamblea, ya que él se ofreció espontáneamente al Ministro de Justicia para 
integrar uno de los Tribunales Especiales. (Aquí don Celso Gamboa interrumpe al orador para 
decirle que él nunca fue a ofrecerse espontáneamente a nadie). Que también el señor Gamboa, 
en papel con su propio membrete, había redactado la ley en términos mucho más severos que 
la que dictó la Junta, y hasta poniendo el doble de honorarios a los abogados que intervinieron 
en sus juicios. Luego dijo que una de las razones por las que se ha pedido la abolición de los 
Tribunales Especiales, ha sido la de que la unidad de la familia costarricense así lo demanda. 
Agregó que ese era el deseo primordial del Partido Social Demócrata y de la Junta, pero que no 
se puede obligar al pueblo de Costa Rica a olvidar delitos cometidos, a perdonar a los grandes 
delincuentes que provocaron la caída de la República. Estamos por la unidad, pero también 
exigimos que los calderonistas y los comunistas se dejen de atentados contra el orden público. 
No condenamos a los que sólo tuvieron el pecado de su partidarismo. Terminó diciendo que la 
unidad era necesaria, que por ella estaban, pero no una unidad fundamentada en la inmorali-
dad, en la impunidad de los grandes criminales, lo que podría considerarse complicidad.

El Representante VOLIO JIMÉNEZ de nuevo hizo uso de la palabra para pedir moderación 
a sus compañeros, con el objeto de que el debate no descendiera a los ataques personales. 
Insistió en varias de sus palabras anteriores, diciendo que la moción sólo perseguía que fueran 
los Tribunales ordinarios los que dictaran justicia, lo que no significaba que abogaban por la 
impunidad de los delincuentes; que los Tribunales Especiales, que en varias ocasiones habían 
cometido excesos, no sentenciaran, sino que se dejara esto en manos de los jueces de derecho. 
Agregó que el país anhela volver a la normalidad , y que para la Junta sería muy elogioso que 
mañana se dijera que los Tribunales ordinarios están funcionando regularmente.

El Representante SOLÓRZANO se pronunció en contra de la moción en debate, ya que los 
Tribunales Especiales son el producto de revoluciones populares. Tienen sus antecedentes como 
en el juicio de Nuremberg y los llamados Tribunales Populares en Francia, y recientemente los 
creados en El Salvador. Agregó que no votaría la moción, ya que si se vertía un pronuncia-
miento con respecto a los Tribunales Especiales, creados por un Decreto-Ley de la Junta, habría 
que pronunciarse sobre los otros actos de ésta, pues de otra manera tácitamente se estaban 
aprobando.

El señor GAMBOA explica su actitud refiriéndose a los cargos que le hizo el señor Monge 
Álvarez, alegando que el haber puesto en el proyecto el doble de los honorarios como pago a 
los abogados, se debió a que por poca paga no dejaran de encontrar quién los defendiera.
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El Diputado HERRERO expresó que le daría su voto a la moción, por cuanto siempre había 
condenado a los Tribunales Especiales, los que están proscritos, no sólo por un artículo de la 
Constitución del setenta y uno, sino por una disposición semejante en el Proyecto de Constitu-
ción Política presentado a la Asamblea para su estudio.

El Representante GONZÁLEZ HERRÁN razonó su voto negativo así: “Aun cuando no es-
toy de acuerdo con las medidas extremas que cercenan los derechos del individuo, como la 
creación de Tribunales Especiales, no votaré la moción de Gamboa para ser consecuente con 
el criterio que he venido sustentando, de que la Asamblea debe dedicarse, preferentemente, 
al estudio de los problemas constitucionales. Además, no me gusta el procedimiento de estar 
dirigiendo excitativas a la Junta.”

Sometida a votación la moción de orden del Representante Gamboa Rodríguez para alterar 
el orden del día y entrar a conocer de su moción, fue desechada.
Quedando en uso de la palabra el Diputado Vargas Fernández, a las siete de la noche terminó 
la sesión.– Marcial Rodríguez Conejo, Presidente.– Fernando Vargas Fernández, Primer 
Secretario.– Gonzalo Ortiz Martín, Segundo Secretario.
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Nota

1	 Los tribunales especiales, que son una aberración del Derecho, fueron creados por decreto ley de la Junta de 
Gobierno. Son dos: el de sanciones inmediatas y el de probidad, a cuyos integrantes designa la propia Junta. 
El Constituyente Celso Gamboa justifica su abolición pues “entrañan la más rotunda negativa del Derecho, son 
órganos que han venido a constituir campo propicio para dar rienda suelta a la venganza y ahondar así más 
la división entre vencidos y vencedores.”

	 Los tribunales especiales, como ocurre siempre con este tipo de instituciones represivas, se prestan para muchas 
injusticias. Personas inocentes, por ejemplo, son condenadas y a muchas otras se les confiscan sus bienes de 
manera arbitraria. Con frecuencia se menciona el caso del escritor y combatiente del 48, Carlos Luis Fallas, a 
quien el tribunal de sanciones inmediatas condena a cuatro años de prisión por el supuesto robo de seis galli-
nas, mientras Calufa es comandante de la zona militar de Tres Ríos, ya en las postrimerías de la guerra civil.

	 Calderonistas y Comunistas consideran, además, que la instauración de los tribunales especiales viola lo pac-
tado en la Embajada de México al firmarse la rendición de las fuerzas del Gobierno, que garantiza las vidas y 
haciendas de los vencidos. La propia Junta habría de reconocer más tarde que fue un error la creación de tales 
tribunales inquisitoriales. En el caso de Calufa, dichosamente, hubo marcha atrás y el autor de Mamita Yunai 
nunca va a prisión por haber ordenado a un subalterno robarse las famosas seis gallinas que la tropa necesita 
para calmar el hambre, pues el gobierno, ya en desbandada, los ha dejado en orfandad.

	 Por cierto que al Constituyente don Rafael Sotela, Chachalaca, como él mismo y sus amigos lo llaman cariño-
samente, le sale cara la mención que hizo en la Constituyente del caso de Calufa, pues ha recibido “varios 
anónimos y llamadas telefónicas” reprochándole su conducta. Hasta ese nivel llegan los odios y los rencores 
del 48.




